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Todo método consiste en el orden y disposición de aquellas cosas hacia las cuales es preciso dirigir la agudeza 
de la mente para descubrir alguna verdad (Descartes, R.)

I. Planteamiento jurídico de la cuestión
El artículo 18 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
(en adelante, LRJSP), bajo la rúbrica “Actas”, señala que “1. De cada sesión que celebre el 
órgano colegiado se levantará acta por el Secretario, que especificará necesariamente los 
asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se 
ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los 
acuerdos adoptados. […]
2. El acta de cada sesión podrá aprobarse en la misma reunión o en la inmediata 
siguiente. El Secretario elaborará el acta con el visto bueno del Presidente y lo remitirá a 
través de medios electrónicos, a los miembros del órgano colegiado, quienes podrán 
manifestar por los mismos medios su conformidad o reparos al texto, a efectos de su 
aprobación, considerándose, en caso afirmativo, aprobada en la misma reunión. […]

II. Indicaciones pertinentes
1ª La forma del procedimiento administrativo colegiado es verbal y, por consecuencia, 
oral es la forma del acto colegiado, excepción a la regla general escrita de los actos 
administrativos (ver, particularmente, artículo 36.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en adelante LPAC).
La oralidad, en desarrollo de cada sesión del órgano colegiado y en adopción de su 
voluntad, requerirá de ulterior documentación escrita mediante el acta, reseña de lo 
sucedido en cada una de las sesiones celebradas por el órgano colegiado. A tal fin, el acta 
deberá reflejar, fielmente, las incidencias jurídicamente relevantes y, por ello, se atribuye 
al Secretario actuante la responsabilidad de su redacción (arts.18.1 y 19.4.d, LRJSP), al 
que corresponderá la responsabilidad de recibir y apreciar los datos de interés que el acta 
deba recoger.
El acta es, por lo tanto, el documento solemne y formal, con efecto probatorio de lo 
adoptado en cada sesión y de la regularidad del procedimiento colegiado. Los actos 
colegiados, adoptados en Derecho, son, sin embargo, válidos desde su adopción en la 
sesión correspondiente, y sin perjuicio de que su eficacia pueda quedar demorada en los 
mismos supuestos que cualquier acto administrativo (ex art. 39.2 de la LPAC).
La validez del acto colegiado no depende de la aprobación del acta. Válido desde que se 
adoptó, despliega los efectos jurídicos que, en cada caso, haya previsto el ordenamiento. 
La aprobación de las actas, por tanto, no es una ratificación de los acuerdos adoptados, ni 
convalida posibles irregularidades de la sesión o del acto colegiado.



El acta contribuye a la publicidad del contenido de las sesiones y favorece el control de 
legalidad de la actuación del órgano. Resulta uno de los aspectos con mayor relevancia 
externa, correspondiendo al Secretario velar por su legalidad, formal y material, 
autorizando ésta y garantizando que los procedimientos y reglas de constitución y 
adopción de acuerdos por el órgano colegiado, son respetados (art.16.2, LRJSP).
2ª La redacción del acta de cada sesión es, por tanto, responsabilidad del Secretario del 
órgano colegiado, que debe visarse por el Presidente (art. 19.2.f, LRJSP), previa 
ratificación por los restantes miembros para su aprobación (art. 18.2, LRJSP, citado).
El Secretario, como titular de la «fe pública» (art.16.2, LRJSP), es el responsable de la 
fidelidad del acta, por lo que el –posterior- visado por el Presidente es una mera 
legalización documental y la ratificación por los restantes miembros, una mera 
declaración de conocimiento que no contiene elementos valorativos ni declaraciones de 
juicio y que sólo confirma que lo que ha recogido el Secretario actuante, en el borrador de 
acta redactado, es verdad.
3ª Resulta necesario detenerse en el valor del «visto bueno» por el Presidente, como la 
facultad que compete a éste de «visar» las actas y las certificaciones de los acuerdos del 
órgano colegiado (ex art. 19.2.f de la LRJSP).
Siguiendo a PÉREZ LUQUE, A. (2005),1 el «visto bueno» o visado por el Presidente, sólo 
quiere expresar que el Secretario –fedatario- es quien firma, que su firma es esa y que 
está en el ejercicio del cargo, pero no hace asumir al Presidente el contenido de lo que se 
certifica.
Esto es algo ya dicho, también, desde muy antiguo. En el Diccionario de la Administración 
Española: Compilación de la Novísima Legislación de España Peninsular y Ultramarina, vid.
5ª edición, Madrid, 1892 – 1894, Tomo IX, de M. MARTÍNEZ ALCUBILLA, pág. 982, se dice 
sobre el visto bueno: «el visto bueno que un funcionario público pone en cualquier 
documento no se refiere a la certeza o exactitud de lo contenido en él, sino que sólo sirve 
para dar fe de que el funcionario por quien se ha expedido y que le autoriza, ejerce el 
cargo con que se titula; y que la firma con que certifica es verdadera.»
Actualmente, y en este sentido, por mejor ejemplo, el artículo 205 del Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, prevé que: «el visto bueno 
es para significar que el Secretario o funcionario que las expide y autoriza está en el 
ejercicio de su cargo y que su firma es auténtica.»2

Para algún autor el requisito del «visto bueno» debería suprimirse, puesto que quien no 
tiene la fe pública, el Presidente, al estampar su firma en la certificación lo único que hace 
es reconocer la –previa- firma y ejercicio del funcionario.3
En el entender, sin embargo, de CATALÁN SENDER, J.,4 ello no es acertado pues, aparte de 
tener una larga tradición histórica este requisito, es evidente la autoridad, en sentido de 
auctoritas del ius romanorum, que da la firma del Presidente del órgano colegiado ad 
extra, en su facultad de representación, así como de cara a las Instituciones privadas, 
Notarios, Registro de la propiedad, … etc., lo que puede suponer un mensurado y eficaz 
control de facto hacia la potestad o función del Secretario a la par que convertir a la 
Presidencia del órgano en el primer garante del sistema.

III. Conclusión
La diferente calidad jurídica con que tales figuras, Presidente y Secretario, intervienen, 
desde antiguo, en el acto de firma de las actas de los órganos colegiados, deduce preciso 
el orden para recabar la firma en las actas de sesiones, primero por el Secretario como 
titular de la «fe pública», y después por el Presidente con el valor del «visto bueno.»
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